
Iquique, veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve. 

VISTO: 

Comparece doña Carolina Vásquez Espinoza, estudiante, domiciliada en 

O´Higgins N° 765, Iquique, quien deduce acción de protección en contra de la 

Universidad Arturo Prat, representada por su rector don Gustavo Soto Bringas, 

ignora profesión, ambos domiciliados en Avenida Arturo Prat N° 2120, Iquique.

Funda su  acción,  en  que el  28  de junio  del  presente  año,  ingresó una 

solicitud de reincorporación a la Universidad recurrida a fin de rendir el examen de 

grado de la carrera de Derecho, siendo informada por la señora Paulina Magaña, 

funcionaria de esa casa de estudios, que ello no sería posible, puesto que debía 

firmar previamente una carta de compromiso de egresados no titulados. Dicho 

requisito no lo contempla el Reglamento de Estudios de la Universidad Arturo Prat,  

vigente a la fecha en que cursó sus estudios. 

Indica  que  el  actuar  de  la  recurrida  ha  vulnerado  las  garantías 

constitucionales establecidas en el artículo 19 números 2, 23 y 24, esto es; de 

igualdad ante la ley, la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes y 

de propiedad, ya que le han impuesto un requisito de manera arbitraria e irracional 

impidiéndole rendir el examen de grado, se ha privado de su legítima opción de 

adquirir el dominio de un título profesional, y se ha vulnerado el derecho adquirido 

a completar el proceso de titulación. 

Pide que se declare la ilegalidad del  acto negativo de los recurridos, se 

declaren  infringidos  las  garantías  constitucionales  invocadas  y  que,  como 

consecuencia  de  lo  anterior,  se  adopten  todo  tipo  de  medidas  dirigidas  a 

restablecer el imperio del derecho y asegurar la tutela de los derechos vulnerados,  

poniendo fin al acto arbitrario e ilegal que impidió su reincorporación, y se ordene 

su reincorporación inmediata para que pueda continuar tramitando su examen de 

grado; y se impartan instrucciones a la Universidad Arturo Prat para que en el 

futuro  no  se  vulneren  garantías  de  egresados  aplicando  reglamentos  que  no 

correspondan a la fecha de su egreso.

También comparecen  en calidad de  terceros  coadyuvantes  doña Yarlyn 

Andrea Fuentes  Fuentes,  don Ricardo Dagoberto Gatica Castro,  doña Claudia 

Andrea Muñoz Urzúa, don David Israel Figueroa Lorca. Alegan que, al igual que la 

actora,  se  les  ha  negado  la  posibilidad  de  reincorporarse  a  la  Universidad 

recurrida. Además en su contra se ha cometido un segundo acto ilegal y arbitrario, 

consistente en que se les ha exigido inscribirse en un Programa de Actualización 

de Conocimientos, junto con firmar una carta de compromiso, debido a que los 

plazos  para  obtener  sus  títulos  profesionales  se  encuentran  vencidos.  Dichos 

cursos  tienen  un  valor  elevado,  motivo  por  el  cual  manifiestan  que  están 
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dispuestos a asistir a éste si se imparte de forma gratuita y sin la condición de 

suscribir la carta mencionada. 

Comparecen asimismo, en calidad de terceros coadyuvantes,  doña Aida 

Pamela  Barra  Núñez,  doña  Carla  Andrea  Collao  Torres,  doña  Carmen  Gloria 

Lucila Montaño Cabezas, doña Ester Alejandra Cáceres Choque,  doña Fabiola 

Georgina  Guajardo Inalef,  doña  Myriam Andrea  Moscoso Barrueto,  doña  Lucy 

Yisette García Soto, don Milton René Díaz Collao y don Rodemil Elías Sánchez 

Carrasco, todos egresados de la carrera de Derecho de la Universidad Arturo Prat.

Señalan que en junio pasado recibieron un correo electrónico enviado por 

doña Paulina Urbina Virgilio, Directora de Vinculación con el Medio de la Facultad 

de Ciencias Jurídicas y Políticas de la recurrida, informándoles que para concluir 

con  el  proceso  de  titulación  debían  matricularse  en  el  curso  Programa  de 

Actualización de Conocimientos, indicando los horarios y valores de dicho curso, 

ello, por cuanto los plazos de titulación se encuentran vencidos. El referido curso 

comenzó a impartirse el 5 de agosto del año 2019, lo que consolida la vulneración 

de derechos denunciada, ya que se les imponen condiciones gravosas que no 

pactaron al momento de iniciar los estudios de Derecho, motivos por los cuales no 

habrían podido realizar el trámite de reincorporación. 

Hacen presente, que no han tomado conocimiento del acto administrativo 

que  ordena  esta  nueva  exigencia,  lo  que  se  traduce  en  irregularidades 

administrativas que contravienen el principio de legalidad que rige a los órganos 

públicos. Y en el caso que rigiera un nuevo Reglamento que les impusiera nuevas 

condiciones, no podría aplicarse con efecto retroactivo.

Evacuando informe doña Elsa Bravo Linares, abogado, señala que el 2 de 

agosto  pasado,  el  señor  Maximiliano  Pérez  Sanquea,  Jefe  de  la  Unidad  de 

Programación y Registro Académico de la Universidad Arturo Prat, ha remitido un 

correo electrónico a doña Carolina Vásquez, mediante el cual le informa que su 

solicitud  de  reincorporación  se  encuentra  en  proceso  de  tramitación  la  cual 

continuará con el flujo regular de validaciones según corresponda, por lo que la 

carta compromiso no será una limitación para la tramitación administrativa.

Asimismo, informó respecto de doña Yarlyn Andrea Fuentes Fuentes, don 

Ricardo Dagoberto Gatica Castro, doña Claudia Andrea Muñoz Urzúa, don David 

Israel  Figueroa  Lorca  se  impartieron  instrucciones  al  Jefe  de  la  Unidad  de 

Programación y Registro Académico de la Universidad recurrida, en orden a que a 

las solicitudes de reincorporación de los estudiantes mencionados se les otorgue 

la tramitación respectiva, no siendo una limitante para ello la carta de compromiso. 

En  cuando  a  los  otros  intervinientes,  señala  que  no  han  solicitado 

formalmente la reincorporación a la casa de estudios.
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De otra parte, hace presente que las universidades gozan de autonomía 

universitaria,  se  entiende como el  derecho de cada universidad a regirse a sí  

misma que comprende la autonomía académica y económica. 

Luego cita normas tanto de los reglamentos anteriores como del vigente 

actualmente, y señala que de las normas citadas no se establece que el hecho de 

realizar las tutorías habilite a los alumnos a rendir el examen de grado. Por su 

parte,  el  plan de actualización de conocimiento se aprobó a través de Decreto 

Exento N° 1870 de 30 de julio de 2019, por lo que no existe infracción de ley 

alguna,  y  la  Universidad  en  virtud  de  la  autonomía  académica  que  la  rige 

determinó las condiciones del referido plan. 

Luego señala la situación académica de los recurrentes quienes egresaron 

en los años 2000, 2004, 2005, 2007, 2010 algunos con varias reincorporaciones.  

Se trajeron los autos en relación. 

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  El artículo 20 de la Constitución Política concede, a quien por 

causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o 

amenaza  en  el  legítimo  ejercicio  de  los  derechos  y  garantías  taxativamente 

señalados,  la  acción  cautelar  de  protección  a  fin  de  impetrar  del  órgano 

jurisdiccional  se  adopten de inmediato  las  medidas o  providencias  que juzgue 

necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección 

del  afectado.  De  lo  anterior  se  infiere  que  para  su  procedencia  es  requisito 

indispensable  la  existencia  de  un  acto  u  omisión  ilegal,  es  decir,  contrario  a 

derecho,  en  el  sentido  de  vulnerar  un  precepto  normativo  obligatorio,  o  bien, 

arbitrario, esto es, producto del mero capricho de quien incurre en él, de modo que 

la arbitrariedad significa carencia de razonabilidad en el actuar u omitir. 

SEGUNDO: En relación al reclamo formulado por doña Carolina Vásquez, 

doña Yarlyn Andrea Fuentes Fuentes, don Ricardo Dagoberto Gatica Castro, doña 

Claudia  Andrea  Muñoz  Urzúa  y  don  David  Israel  Figueroa  Lorca,  si  bien  al 

momento de la interposición del recurso, no se le había permitido a los recurrentes 

la reincorporación a la Universidad a fin de concluir sus estudios de la carrera de 

Derecho, ocurre que tal situación fue modificada según informó la recurrida, dando 

tramitación a sus solicitudes sin establecer requisito alguno para ello, por lo que 

dicho  reclamo  ha  perdido  oportunidad,  debido  a  que  el  acto  que  motivó  su 

interposición fue rectificado.

En  atención  a  lo  anterior,  resulta  innecesario  entrar  al  análisis  de  las 

garantías constitucionales que se dicen conculcadas.

TERCERO:  En  cuanto  a  las  alegaciones  de  doña  Aida  Pamela  Barra 

Núñez,  doña Carla Andrea Collao Torres, doña Carmen Gloria  Lucila Montaño 
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Cabezas, doña Ester Alejandra Cáceres Choque, doña Fabiola Georgina Guajardo 

Inalef, doña Myriam Andrea Moscoso Barrueto, doña Lucy Yisette García Soto, 

don Milton René Díaz Collao, y don Rodemil Elías Sánchez Carrasco, cabe tener 

presente, que en el mismo sentido de lo informado por la recurrida, expresan que 

no  han  realizado  el  trámite  de  reincorporación  a  la  Universidad  recurrida,  en 

consecuencia, no resulta acreditada la existencia de un acto ilegal o arbitrario que 

prive, perturbe o amenace a los actores en el legítimo ejercicio de derechos y/o 

garantías  constitucionales  que  dicen  vulneradas,  ya  que  aún  no  existe 

pronunciamiento alguno de la autoridad académica que merezca ser enmendado 

por esta vía constitucional.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo prevenido en 

el artículo 20 de la Constitución Política de la República y Auto Acordado de la 

Excelentísima  Corte  Suprema  de  Justicia  sobre  la  materia,  SE  RECHAZA la 

acción  constitucional  de  protección  presentada  por  doña  Carolina  Vásquez 

Espinoza, y los terceros coadyuvantes, ya individualizados. 

Regístrese, comuníquese y en su oportunidad, archívese.

Rol Corte N° 295-2019 Protección.

4

Y
Q

Q
R

M
X

N
W

JK



Y
Q

Q
R

M
X

N
W

JK



Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Iquique integrada por Ministra Presidente Monica Adriana Olivares O.,

Los Ministros (As) Pedro Nemesio Guiza G., Rafael Francisco Corvalan P. y Ministro Suplente Andres Alejandro

Provoste V. Iquique, veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve.

En Iquique, a veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 08 de septiembre de 2019, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl
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